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Rivera Torres y la Jueza Santiago Calderón. 

 
Rivera Torres, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones las Empresas 

Stewart (en adelante ES o la parte apelante) mediante el escrito de 

epígrafe y nos solicita que revoquemos la Sentencia Sumaria Parcial 

Enmendada emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan (en adelante el TPI) el 11 de febrero de 2021, 

notificada el 12 del mismo mes y año.1 Mediante esta, el foro 

primario declaró parcialmente Con Lugar a la Moción de Sentencia 

Sumaria presentada por ES y mantuvo las reclamaciones al amparo 

de la Ley núm. 80 (despido injustificado) y la Ley núm. 100 (en su 

modalidad de discrimen por edad). 

Por los fundamentos que se exponen a continuación, se 

modifica el dictamen apelado, y así modificado se confirma.  

 

 
1 El recurso de epígrafe fue presentado como un auto de certiorari, pero luego de 

examinado el mismo determinamos acogerlo como una apelación y a esos efectos 

ordenamos a nuestra Secretaría procediera con el cambio de materia. (Véase la 
Resolución emitida el 23 de febrero de 2021). Puntualizamos que del escrito surge 

que la apelante cuestiona varias de las determinaciones de hechos que el foro 

apelado esbozó en el dictamen.  
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I.  

El 11 de abril de 2019 las señoras Ermis Dávila Moneró y Elba 

Delgado Benítez presentaron una querella al amparo del 

procedimiento sumario dispuesto en la Ley núm. 2 de 17 de octubre 

de 1961, según enmendada, 32 LPRA secs. 3118-3132 (en adelante 

Ley núm. 2). En la misma reclamaron despido injustificado y 

discrimen por edad al amparo de la Ley núm. 80 de 30 de mayo de 

1976, según enmendada, 29 LPRA sec. 185ª et seq; discrimen por 

razón de edad al amparo de la Ley núm. 100 de 30 de junio de 1959, 

según enmendada, 29 LPRA sec. 146 et seq; despido por represalia 

al amparo de la Ley núm. 115 de 1991, 29 LPRA sec. 194 (a) et seq., 

y salarios dejados de percibir al amparo de la Ley núm. 379 de 15 

de mayo de 1948, según enmendada, 29 LPRA sec. 271 et seq. La 

querella se presentó contra Service Corporation International (SCI).  

ES presentó la contestación a la querella negando los hechos 

esenciales de la misma y entre sus defensas afirmativas señaló las 

siguientes:2 

[…] 
Q. Los despidos de las querellantes estuvieron 
justificados y los mismos no fueron arbitrarios, 
caprichosos o sin razón relacionada al buen y normal 
funcionamiento del establecimiento.  
R. Las querellantes realizaban el trabajo de manera 
negligente, descuidada, insubordinada e incumpliendo 
las políticas y procedimientos de la empresa.  
S. Las querellantes fueron despedidas toda vez que el 
desempeño de estas era uno deficiente y realizaban las 
funciones de su puesto de forma negligente. Entre otros 
incumplimientos, las querellantes incumplían con las 
tareas encomendadas o las realizaban de forma tardía 
o negligente y/o desorganizadamente, no completaron 
la documentación necesaria para que las personas de 
campo pudieran proveer un servicio de sepelio lo que 
afectó el servicio al cliente y una mala imagen a la 
Compañía, rendían informes tardíamente, 
insubordinaban instrucciones claras de su 
supervisora, realizaron contratos incompletos o no los 
ingresaban en el sistema de la Compañía, demostraron 

 
2 Véase el Apéndice del Recurso, a las págs. 36-37. Destacamos que en la referida 

contestación ES comparece como “parte querellada” y entre sus alegaciones 

destacó que el único patrono de las querellantes fue Empresas Stewart 

Cementerios. Nótese, además, que ES no consta en el epígrafe como parte y el 

emplazamiento fue dirigido únicamente a Service Corporation International (SCI). 
Además, de los autos tampoco surge que se haya solicitado la sustitución del 

demandado desconocido. No obstante, ES se sometió a la jurisdicción del tribunal 

y el caso ha proseguido con ES, como demandado.  
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constante dejadez, falta de responsabilidad y 
compromiso, como también incurrieron en actos que 
afectaban las operaciones diarias de Empresas Stewart.  
T. Las querellantes incurrieron en un patrón de 
conducta impropia y desordenada y/o no se 
desempeñaba bien, violando los procedimientos y/o 
instrucciones y/o normas operacionales de la empresa. 
U. Las querellantes recibieron disciplina correctiva y 
progresiva previo a sus respectivos despidos. 
[Subrayado nuestro]. 

 

Luego de varios trámites procesales, el 23 de septiembre de 

2019, a solicitud de las partes, el TPI convirtió los procedimientos 

en ordinarios. El 6 de marzo de 2020, la Sra. Ermis Dávila Moneró 

presentó una moción solicitando el desistimiento de su causa de 

acción sin perjuicio. En esa misma fecha, ES presentó la Solicitud 

de Sentencia Sumaria. El 9 de marzo siguiente el TPI dictó la 

Sentencia Parcial acogiendo lo solicitado por la señora Dávila 

Moneró. 

En el petitorio desestimatorio sumario ES alegó que de las 

deposiciones tomadas a las querellantes “no existe el más leve 

asomo fáctico ni jurídico para concluir que la Compañía despidió a 

las querellantes injustificadamente y/o menos aun incurrió en 

represalias o las discriminó por razón de edad.”3 Adujo que estas 

fueron despedidas debido a su pobre desempeño. En cuanto a las 

causas de acción presentadas por la Sra. Elba Delgado Benítez (en 

adelante la señora Delgado Benítez o la apelada) ES propuso sesenta 

y cinco (65) hechos que a su entender no estaban en controversia. 

Los mismos hacen referencia a la Deposición tomada a la señora 

Delgado Benítez y a la siguiente prueba documental:  

Exhibit 1 y 2 - Acuse de Recibo del Manual Asociado 
Exhibit 3 - Carta del 24 de enero de 2012 
Exhibit 4 - Job Description Administrative Clerk 
Exhibit 5 - Acuse de Recibo del Código de Conducta de 
los Empleados de Ventas 
Exhibit 6-10 - Récords de Adiestramientos 
Exhibit 9 - Documentos relacionados a los contratos 
Exhibit 10 - Adiestramiento del 9 de febrero de 2016 
Exhibit 11 - Registro de Adiestramientos en Línea 
Exhibit 12 - Correo Electrónico sobre adiestramiento 
Exhibits 13-30 - Correos electrónicos enviados por 
Kenia Arroyo 

 
3 Véase el Apéndice del Recurso, a la pág. 149.  
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Exhibits 31 y 32 - Correos Electrónicos enviados por 
Kenia Arroyo 
Exhibit 33- Acción Disciplinaria, suspensión de empleo 
del 22 de mayo de 2015 hasta el 26 de mayo de 2015 
Exhibit 34- Acción Disciplinaria del 10 de julio de 2015 
Exhibit 35- Segunda acción Disciplinaria del 10 de julio 
de 2015 
Exhibits 28 y 30- Correos electrónicos sobre los 
terminales 
Exhibit 36- Minuta del 10 de julio de 2015 
Exhibit 37- Acción Disciplinaria del 17 de agosto de 
2015 
Exhibit 38- Minuta del 4 de febrero de 2016 
Exhibit 39- Minuta preparada por Lyneida Estrada del 
29 de marzo de 2016 
Exhibit 40- Minuta preparada por Lyneida Estrada 
Exhibit 41- Memorando del 30 de marzo de 2016  

Exhibit 42- Correo Electrónico del 4 de abril de 2016 
Exhibit 44- Correo Electrónico de Lyneida Estrada  
Exhibit 45- Correo electrónico del 14 de abril 2016  
Exhibit 46- carta de Despido de Delgado  
Exhibit 47- Determinación del EEOC del caso de 
Delgado 
 

El 10 de marzo de 2020, notificada ese mismo día, el TPI 

ordenó a la señora Delgado Benítez presentar su contestación en el 

término de 20 días. Sin embargo, dado a la emergencia mundial 

provocada por el COVID-19, el 15 de marzo de 2020, la Rama 

Judicial decretó un cierre parcial de sus operaciones, limitándolas 

a atender solo asuntos urgentes. Asimismo, el Tribunal Supremo 

emitió varias resoluciones,4 mediante las cuales extendió los 

términos de las distintas leyes, reglas o reglamentos de los 

procedimientos y trámites judiciales. Conforme a la última 

Resolución emitida, el Tribunal Supremo decretó que todo término 

que venciera durante las fechas del 16 de marzo de 2020 hasta el 

14 de julio de 2020, se extendería hasta el miércoles, 15 de julio de 

2020.5 

El 16 de julio de 2020 la señora Delgado Benítez presentó su 

contestación intitulada Alegato en Oposición a la Solicitud de 

Sentencia Sumaria. Esta señaló que los siguientes hechos 

formulados por ES están en controversia: núms. 6, 7, 8, 11, 12, 15 

 
4 Véase las Resoluciones EM-2020-03, EM-2020-05, 2020-07, EM-2020-10 y EM-

2020-12. 
5 Véase la Resolución EM-2020-12 emitida el 22 de mayo de 2020. 
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- 23, 26 - 42, 45, 54 - 58, 60, 61 y 63. Sin embargo, destacamos que 

en el acápite IV titulado Hechos Esenciales que están en controversia 

relacionados a la Sra. Delgado Benítez surgen 66 hechos cuando los 

propuestos por ES fueron solo 65.  

Por otro lado, en el acápite V intitulado Hechos Añadidos por 

la querellante que están en controversia, la señora Delgado Benítez 

propuso siete (7) hechos, a saber; 

1. Se le notificó el 26 de febrero de 2016 vía correo 
electrónico a la Sra. Elba Delgado, la evaluación de 

2015 en español y la Querellante adviene en 
conocimiento de los comentarios señalados por la 
Sra. Jennifer Ramos sobre su desempeño. Exhibit 
15 de Anejo A de la Parte Querellante-Evaluación de 
Desempeño 2015. 
2. El patrono intencionalmente comenzó un patrón 
de vigilancia, acecho y acoso por correo electrónico 
hacia la Sra. Elba Delgado Benítez con el fin de 
imputarles faltas en el desempeño. Exhibit 16 Anejo 
A de la Parte Querellante- Correos electrónicos de la 
Sra. Damaris Correa y Elba Delgado.  
3. El sistema de envío de correos electrónicos de la 
Sra. Elba Delgado Benítez estuvo confrontando 
problemas técnicos desde el 20 de agosto del 2015 
al 31 de agosto del 2015 lo cual incidió en el 
cumplimiento de sus tareas diarias. Exhibit 17 del 
anejo A de la Parte Querellante- Correos electrónicos 
de la[s] señora[s] Damaris Correa y Elba Delgado. 
4.  El sistema de entrada de contratos presentaba 
problemas técnicos reiteradamente, que incidía en 
el cumplimiento de las tareas de entrada de 
contratos por parte de Elba Delgado. Exhibit 18 de 
Anejo A de la Parte Querellante- correos electrónicos 
de la Sra. Damaris Correa y Elba Delgado. 
5. El patrono le otorgó un premio, una planta 
eléctrica por sus 20 años de servicio en la 
Compañía, la cual nunca fue entregada a la 
Querellante. Exhibit 19 del anejo A de la Parte 
Querellante- correo electrónico 5 de febrero de 2016. 
6. El patrono de manera arbitraria y caprichosa le 
canceló las vacaciones aprobadas a la Querellante 
en el mes de junio del 2015. Exhibit 20 del Anejo A 
de la Parte Querellante- Horario 2015.  
7. La parte querellante sostiene los hechos que 
están en controversia mediante la Declaración 
Jurada. Exhibit 21 del Anejo A de la Parte 
Querellante. 

A su vez, en el acápite VI del escrito la apelada señaló que no 

están en controversia los hechos núms. 1 -5, 43, 44, 46, 47, 49, 50 

-53, 64 y 65. Además, expresó que “Los demás “Hechos que no están 

en Controversia” incluidos en la Solicitud de Sentencia Sumaria, 

entiéndase los siguientes números 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 
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16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 

34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, (en cuanto al Exhibit 46 del 

Anejo B de la Parte Querellada), 45, 48, 53, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 

61, 62, y 63 SE NIEGAN EN SU TOTALIDAD, por tanto no se 

estipulan como hechos incontrovertidos en el presente caso.”  

En el acápite VII intitulado Hechos Añadidos por la Parte 

Querellante que no están en controvertidos presentó veinte (20), los 

que resumimos a continuación:  

1) La señora Delgado Benítez tenía un salario de $9.15 
la hora para el año 2015.  
2) Esta devengó en el 2015 un salario de $20,363.50 
anual.  
3) La señora Delgado Benítez contaba con 53 años de 
edad al momento de su despido.  
4) El 5 de febrero del 1996 la apelada comenzó a laborar 
en el Cementerio La Resurrección como especialista de 
oficina. 
5) En abril 2008 el título del puesto de la señora 
Delgado Benítez cambio a departamental assistant.  
6) El 25 de abril del 2009 el título del puesto de la 
apelada cambió a administrative assistant. 
7) La Sra. Kenia Arroyo fue la supervisora de la señora 
Delgado Benítez en el Cementerio La Resurrección 
durante el 2015. 
8) La señora no había recibido amonestaciones 
disciplinarias previo al periodo comprendido de mayo a 
agosto del 2015. 
9) El 1 de septiembre del 2015 la apelada acudió ante 
la Corporación del Fondo del Seguro del Estado quien 
ordenó mantenerla en tratamiento en descanso hasta 
el 9 de enero del 2016.  
10) La señora Delgado Benítez acudió el 1 de 
septiembre del 2015 ante la Unidad Antidiscrimen del 
Departamento del Trabajo Recursos Humanos para 
realizar una querella por el patrón de discrimen y 
atropello por su patrono.  
11) El 30 de mayo del 2018 la Unidad Antidiscrimen 
emitió el permiso para litigar el que fue recibido por la 
parte querellante el 2 de junio del 2008 y por la parte 
querellada el 4 de junio de 2018.  
12) La Sra. Jennifer Ramos supervisó a la apelada cerca 
de febrero a abril 2016.  
13) Las evaluaciones de desempeño de la señora 
Delgado Benítez -antes del 2015- están redactadas en 
español.  
14) La evaluación de desempeño del 2015 fue realizada 
en inglés y no [fue] discutida con la querellante. 
15) La señora Delgado Benítez no domina el inglés.  
16) El puesto de location manager del Cementerio La 
Resurrección estuvo vacante en el periodo del 1 de 
enero del 2014 hasta el 24 de diciembre 2015.  
17) Las señoras Damaris Correa y Rosana Aldea 
ocuparon el puesto Office Manager por lo tanto 
supervisaban a la señora Delgado Benítez.  
18) Los terminales de Oriental Bank no se encontraban 
en el Cementerio La Resurrección.  
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19) La querellante recibió el 5 de febrero del 2016 un 
correo electrónico por parte del presidente y principal 
Ejecutivo, Sr. Thomas Ryan, felicitándole por sus 20 
años de servicio en Service Corporation International. 
20) La Sra. Damaris Correa supervisaba a la Sra. Elba 
Delgado Moneró.  
 

Surge del trámite procesal, consignado en los escritos, que la 

parte querellante-apelada tuvo problemas con el sistema SUMAC 

por lo que no pudo incluir los anejos que acompañaban su 

contestación a la solicitud de sentencia sumaria. Finalmente, dichos 

anejos fueron correctamente presentados el 27 de julio de 2020.  

En lo aquí pertinente, el 17 de julio de 2020 el TPI dictó una 

Orden en la cual dio por sometida la solicitud de sentencia sumaria.  

El 23 de julio siguiente, ES presentó una moción solicitándole al foro 

apelado que aclarara su Orden a los efectos de que si sería 

considerada la oposición; y de ser así, le concediera un término para 

replicar a dicho escrito. En esa misma fecha el TPI declaró no ha 

lugar al petitorio y dispuso que en el dictamen final surgiría su 

determinación en cuanto a si la contestación cumplía con los 

requisitos de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil.6   

El 7 de diciembre de 2020, notificada ese mismo día, el TPI 

dictó la Sentencia Sumaria Parcial desestimando las reclamaciones 

instadas al amparo de la Ley núm. 115 y la Ley núm. 379. A su vez, 

mantuvo las reclamaciones al amparo de la Ley núm. 80 por despido 

injustificado y la Ley núm. 100 en su modalidad de discrimen por 

edad. En dicho dictamen el foro apelado consignó 99 

determinaciones de hechos. Por otra parte, como hechos en 

controversia determinó los siguientes:  

1. La relación entre Service Corporation 
International y Empresas ES, Inc., y si estos 
constituyen un solo patrono o “joint employer” de la 
querellante.  
2.  Si Empresas Stewart le proveyó a la Sra. 
Delgado Benítez los recursos necesarios para 
cumplir con la carga de trabajo que le exigían sus 
nuevas funciones.  

 
6 Destacamos que ES no presentó un recurso de Certiorari ante esta Curia para 

impugnar dicho dictamen.  
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3. La intención y las razones de la parte querellada 
con las medidas disciplinarias impartidas a la Sra. 
Delgado Benítez.  
4. Si en efecto, las Sra. Delgado Benítez incurrió en 
un patrón de pobre desempeño y rendimiento en 
sus funciones, que afectó el buen y normal 
funcionamiento de la empresa.  
5. Si la reglamentación establecida en el Manual del 
Asociado de SCI y su ejecución son razonables.  
6. Si el despido de la Sra. Delgado Benítez fue 
injusto y discriminatorio por razón de edad.  
7. Si el despido de la Sra. Benítez fue una 
represalia.  

Oportunamente, ES solicitó la reconsideración en cuanto a las 

causas de acción no desestimadas. De igual manera la señora 

Delgado Benítez presentó su oposición al petitorio. El 19 de enero 

de 2021, el TPI dictó una Resolución declarando ha lugar el petitorio 

parcialmente y determinó dejar sin efecto los hechos en 

controversia números 6 y 7. Además, declaró “No Ha Lugar sobre 

otros asuntos presentados por el querellado”.  

El 11 de febrero de 2021 el TPI dictó la Sentencia Sumaria 

Parcial Enmendada a los fines de incluir en las conclusiones de 

derecho el discrimen por razón de edad y clarificar su disposición al 

respecto. La misma se archivó en autos al día siguiente.   

Respecto a la Ley núm. 80 el foro apelado concluyó que a 

pesar de que las cinco medidas disciplinarias efectivamente 

ocurrieron, de la declaración jurada de la señora Delgado Benítez, 

así como de su deposición y sus manifestaciones escritas, ponen 

como hecho controvertido la razonabilidad del patrono al 

impartir estas disciplinas. Sobre esto, el foro primario razonó 

“Evidentemente, existen elementos de intención y de credibilidad 

que deberían dilucidarse en un juicio plenario. La prueba provista 

no fue suficiente para despejar aquellas dudas que nos surgen con 

relación a si el despido de la Sra. Delgado Benítez estuvo o no 

justificado.”7 

En cuanto a la Ley núm. 100 el foro apelado resolvió que:8  

 
7 Véase el Apéndice del Recurso, a las págs. 2229 y 2230.  
8 Íd., a las págs. 2230-2231.  
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“[e]n este caso la prueba sostiene que hubo un despido, 
y al presente, como concluimos anteriormente, el 

patrono no ha establecido su justa causa. 
Ciertamente, se presentó prueba que establece que la 
demandante pertenece a la clase protegida y que esta 
fue sujeta a expresiones despectivas sobre su edad, 
quien al momento del despido tenía 53 años. Estas 
manifestaciones fueron vertidas en diferentes fechas 
durante su jornada laboral y por sus supervisoras, la 
Sra. Kenia Arroyo, la Sra. Damaris Correa y la Sra. 
Rosana Aldea. Igualmente, la Sra. Delgado Benítez 
declaró haberse sentido humillada y discriminada por 
las referidas expresiones. Además, cabe mencionar que 
en este caso, la demandante también declaró 
desconocer quién o quiénes tomaron la decisión de su 
despido, y la razón de este, debido a que la carta de 
despido no la menciona.  

     De modo que, concluimos que los hechos 
presentados como incontrovertidos por SCI no son 
suficientes para resolver sumariamente la causa de 
acción de discrimen por edad, y existen elementos de 
intención y credibilidad que deben dilucidarse en un 
juicio plenario. Por otro lado, a pesar de que el 
empleado no tiene que probar todos y cada uno de 
los elementos establecidos en Díaz v. Wyndham Hotel 
Corp., supra, lo cierto es que todavía existe 
controversia en cuanto a sí la Sra. Delgado Benítez 
estaba cualificada para ejercer el puesto que 
ocupaba, sí esta fue sustituida por una persona más 
joven, la intención de las expresiones que se hicieron 
a esta referente a su edad, entre otras. Así pues, 
aclaramos que, aunque resolvemos que en este 
momento no estamos en posición de desestimar 
sumariamente la alegación de discrimen por edad, aun 
la parte demandante no ha logrado activar la 
presunción de discrimen a favor del empleado, y 
deberá hacerlo en el juicio.” [Énfasis Nuestro]9 

 

Inconforme con lo resuelto por el foro de instancia, Empresas 

Stewart acudió ante este foro apelativo imputándole al TPI la 

comisión de los siguientes errores: 

ERRÓ EL TPI AL INCLUIR CONTROVERSIAS DE 
DERECHO COMO PARTE DE LOS ALEGADOS 
HECHOS EN CONTROVERSIA. 

 
ERRÓ EL TPI AL CONSIDERAR LA OPOSICIÓN DE LA 
QUERELLANTE-RECURRIDA PRESENTADA 
TARDÍAMENTE Y PRIVARLE A LA PARTE 
QUERELLADA- PETICIONARIA DE OPONERSE A LOS 
HECHOS ALLÍ EXPUESTOS.  
 
ERRÓ EL TPI AL REALIZAR DETERMINACIONES DE 
HECHOS BASADAS EN PRUEBA DE REFERENCIA 
INADMISIBLE COMO EVIDENCIA O HECHOS NO 
SUSTENTADOS POR PRUEBA ADMISIBLE.  
 
ERRÓ EL TPI AL DENEGAR PARCIALMENTE LA 
SOLICITUD DE SENTENCIA SUMARIA PRESENTADA 
POR LA PARTE QUERELLADA -PETICIONARIA Y NO 
DESESTIMAR LA RECLAMACIÓN DE ALEGADO 
DESPIDO INJUSTIFICADO BAJO LA LEY NÚM. 80. 

 
9 Puntualizamos que la parte que ha comparecido al pleito es ES y no SCI.  
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ERRÓ EL TPI AL DENEGAR PARCIALMENTE LA 
SOLICITUD DE SENTENCIA SUMARIA PRESENTADA 
POR LA QUERELLADA-PETICIONARIA Y NO 
DESESTIMAR LA RECLAMACIÓN DE ALEGADO 
DISCRIMEN BAJO LA LEY NÚM. 100, AUN CUANDO 
SE DETERMINÓ QUE DELGADO BENÍTEZNO PROBÓ 
UN CASO PRIMA FACIE DE DISCRIMEN.  

  

 El 23 de febrero de 2021 dictamos una Resolución 

concediendo, entre otros asuntos, 30 días a la parte apelada para 

expresarse.10 El 25 de marzo de 2021 la apelada presentó un Alegato 

en Oposición a la Apelación sobre Sentencia Sumaria, por lo que 

decretamos perfeccionado el recurso.11  

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

estudiado el expediente apelativo; así como estudiado el derecho 

aplicable, procedemos a resolver. 

II. 

         El mecanismo de Sentencia Sumaria  

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal mediante el 

cual se confiere al juzgador discreción para dictar sentencia sin 

necesidad de celebrar vista evidenciaria. Ramos Pérez v. Univisión 

PR Inc., 178 DPR 200 (2010); Nissen Holland v. Genthaller, 172 DPR 

503, 511 (2007). En el ejercicio de tal discreción el tribunal 

examinará los documentos admisibles en evidencia que se 

acompañan con la solicitud y los documentos que se encuentran 

en el expediente del tribunal. SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, 189 

DPR 414 (2013); Cruz Marcano v. Sánchez Tarazona, 172 DPR 526, 

550 (2007). Una vez el tribunal determine que no existe una 

controversia genuina de hechos que tenga que ser dirimida en vista 

evidenciaria y que lo único que falta es aplicar el derecho, 

procederá a dictar la sentencia sumaria. Audio Visual Lang. v. Sist. 

Est. Natal Hnos., 144 DPR 563, 575 (1997).  

 
10 El 26 de marzo la apelante presentó una Moción Informativa en Cumplimiento 
de Notificación y Solicitud de Enmienda al Índice Legal.  
11 Junto con su alegato en oposición la parte apelada presentó una Moción 
Solicitando Permiso para Presentar Alegato en Exceso de Cantidad de Páginas 
Permitidas de Conformidad al Reglamento del Tribunal Apelativo.  
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 Este mecanismo contribuye en aligerar la tramitación de los 

casos permitiendo que se dicte sentencia sin necesidad de celebrar 

una vista evidenciaria, cuando de los documentos no 

controvertidos que se acompañan con la solicitud y de la 

totalidad de los autos, surge que no existe controversia sobre los 

hechos materiales, por lo cual solo corresponde aplicar el 

derecho. SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, supra; Medina v. M. S. 

& D. Química P.R. Inc., 135 DPR 716, 726 (1994); Cuadrado Lugo v. 

Santiago Rodríguez, 126 DPR 272, 279 (1990).  

Por otro lado, la parte contra quien se pide una sentencia 

sumaria debe oponerse y tiene que controvertir la prueba que 

presenta el promovente con prueba documental. No puede 

descansar en sus alegaciones y está obligada a contestar detallada 

y específicamente los hechos pertinentes que demuestren que existe 

una controversia real y sustancial que amerita dilucidarse en un 

juicio plenario. Flores v. Municipio de Caguas, 114 DPR 521, 525 

(1983); Ramos Pérez v. Univisión PR Inc., supra. 

Además, la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

le otorga a la parte contra quien se presenta una moción de 

sentencia sumaria un término de veinte (20) días para presentar su 

oposición. A su vez, en su último párrafo la antes mencionada regla 

dispone que “[s]i la parte contraria no presenta la contestación a la 

sentencia sumaria en el término provisto en esta regla, se 

entenderá que la moción de sentencia sumaria queda sometida 

para la consideración del tribunal.” [Énfasis nuestro]. Es decir, 

presentada una oposición dentro de ese plazo u otro que disponga 

el tribunal o transcurrido ese término de 20 días es que la moción 

de sentencia sumaria queda sometida para adjudicación por el 

tribunal sentenciador. 

Por último, si una parte no está de acuerdo con la 

determinación del foro de primera instancia, puede acudir ante el 
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foro apelativo para que este revise la determinación del foro 

primario. El tribunal apelativo se verá limitado a examinar solo los 

documentos que se presentaron en el foro de primera instancia, 

ya que las partes no podrán incluir en el recurso de apelación 

cualquier documento ulterior, bien sean deposiciones, declaraciones 

juradas, que no hayan sido presentadas ante el TPI. Vera v. Dr. 

Bravo, supra, págs. 334-335; Cuevas Segarra, J., Tratado de 

Derecho Procesal Civil, 2da Ed., Tomo III, Publicaciones JTS, pág. 

1042 (2011). Así pues, tampoco podrán traer a la consideración del 

tribunal revisor teoría, planteamiento o asunto nuevo, que no haya 

sido previamente presentado ante el foro de primera instancia. En 

esencia, nuestra función revisora solo puede limitarse a determinar, 

si en efecto, hubo alguna controversia sustancial sobre los hechos 

esenciales y si el derecho se aplicó de forma adecuada. Vera v. Dr. 

Bravo, supra, págs. 334-335; Meléndez González v. M. Cuebas, Inc. 

y Bohío International Corporation, 193 DPR 100 (2015). Por lo tanto, 

y entre otros aspectos, este foro intermedio tiene que cumplir con la 

exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe exponer 

concretamente cuáles hechos materiales encontró que están en 

controversia y cuáles están incontrovertidos. Meléndez González v. 

M. Cuebas, Inc. y Bohío International Corporation, supra. 

         Ley sobre despido injustificado 

La Ley núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada 

conocida como la Ley de Despido Injustificado (Ley núm. 80), fue 

establecida por la Asamblea Legislativa como parte del interés 

apremiante del Estado para regular las relaciones obrero-patronales 

y evitar prácticas injustas del trabajo.12 Díaz v. Wyndham Hotel 

 
12 La Ley de Transformación y Flexibilidad Laboral, Ley núm. 4-2017, con vigencia 

inmediata, enmendó varios artículos de la Ley núm. 80, supra. No obstante, la 

Ley núm. 4-2017 dispone en su Art. 1.2 que su aplicación será prospectiva: “[l]os 
empleados contratados con anterioridad a la vigencia de esta Ley, continuarán 

disfrutando los mismos derechos y beneficios que tenían previamente, según lo 

dispuesto expresamente en los Artículos de [e]sta.”   
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Corp., 155 DPR 364, 374 (2001). El Art. 1 establece que todo 

empleado de comercio, industria o cualquier otro negocio o sitio de 

empleo, donde trabaja mediante remuneración de alguna clase 

contratado sin tiempo determinado, que fuere despedido de su cargo 

sin que haya mediado justa causa, tendrá derecho a recibir de su 

patrono, además del sueldo devengado, una indemnización 

adicional. 29 LPRA sec. 185a.   

El propósito de la referida ley es uno social y coercitivo, pues 

castiga al patrono que despide a un empleado o empleada si no tiene 

justa causa para ello. Jusino et als. v. Walgreens, 155 DPR 560, 571 

(2001). También tiene un fin reparador porque “provee remedios 

justicieros y consubstanciales con los daños que puede haberle 

causado a un cesanteado un despido injustificado.” Íd. Por tanto, 

como norma general, el obrero contratado sin término fijo que es 

despedido sin justa causa tiene derecho al remedio de la mesada 

que provee la ley. García v. Aljoma, 162 DPR 572, 585 (2004). De 

acuerdo a su naturaleza reparadora, la Ley núm. 80 “debe 

interpretarse siempre de manera liberal y favorable al empleado.” 

Rivera v. Pan Pepín, 161 DPR 681, 688 (2004).  

El Artículo 2 de la Ley núm. 80, 29 LPRA sec. 185b, detalla 

las circunstancias que constituyen justa causa para el despido e 

incluye motivos fundados en la conducta del empleado, así como 

circunstancias de índole empresarial. Dicha enumeración no es 

taxativa, sino que provee ejemplos “sobre el tipo de conducta que 

constituye la razón y motivo justificados para el despido, por estar 

reñido con la ordenada marcha y normal funcionamiento de una 

empresa.” Srio. del Trabajo v. G.P. Inds., Inc., 153 DPR 223, 244 

(2001). El referido precepto legal dispone que se entenderá por justa 

causa para el despido de un empleado:  

(a) Que el obrero siga un patrón de conducta impropia 
o desordenada.  

(b) La actitud del empleado de no rendir su trabajo en 
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forma eficiente o de hacerlo tardía y negligentemente o 
en violación de las normas de calidad del producto que 
se produce o maneja por el establecimiento 
(c) Violación reiterada por el empleado de las reglas y 

reglamentos razonables establecidos para el 
funcionamiento del establecimiento siempre que copia 
escrita de los mismos se haya suministrado 
oportunamente al empleado.  
(d) Cierre total, temporero o parcial de las operaciones 

del establecimiento. Disponiéndose, que en aquellos 
casos en que la empresa posea más de una oficina, 
fábrica, sucursal o planta, el cierre total, temporero o 
parcial de las operaciones de cualquiera de estos 
establecimientos, constituirá justa causa para el 
despido a tenor con esta sección.   
(e) Los cambios tecnológicos o de reorganización, así 

como los de estilo, diseño o naturaleza del producto que 

se produce o maneja por el establecimiento y los 
cambios en los servicios rendidos al público.   
(f)  Reducciones en empleo que se hacen necesarias 

debido a una reducción en el volumen de producción, 
ventas o ganancias, anticipadas o que prevalecen al 
ocurrir el despido.  

 

Igualmente, el Artículo 2 del estatuto menciona que “[n]o se 

considerará despido por justa causa aquel que se hace por el mero 

capricho del patrono o sin razón relacionada con el buen y normal 

funcionamiento del establecimiento.” Íd. Ahora bien, los criterios 

antes citados no excluyen otra conducta del empleado que por estar 

vinculada al buen funcionamiento de la empresa podría constituir 

justa causa para su despido. El concepto de justa causa depende, 

en gran medida, de la relación particular del trabajo y las 

circunstancias que rodean el evento motivador del despido. Srio. del 

Trabajo v. G.P. Inds., Inc., supra.  

En virtud del Artículo 13 de la Ley núm. 80, 29 LPRA sec. 

185m, el Secretario del Departamento del Trabajo y Recursos 

Humanos aprobó la Guía para la Interpretación y Aplicación de la Ley 

Núm. 80 (en adelante la Guía).13 La Guía recoge la normativa 

jurisprudencial interpretativa de la Ley núm. 80. Entre estos 

principios establece que el Artículo 2 no excluye de la sanción o 

despido de la primera o única ofensa, a aquella conducta de 

 
13 Guía Revisada para la Interpretación y Aplicación de la Ley núm. 80 de 30 de 

mayo de 1976, según Enmendada, Departamento del Trabajo y Recursos 

Humanos de Puerto Rico, 30 de junio de 2014. 
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intensidad de agravio si dicha conducta atenta contra la buena 

marcha de la empresa y la seguridad de las personas que allí 

laboran. Íd., pág. 49. Es decir, a los efectos de la ley, una sola ofensa 

o falta constituye justa causa para el despido si por su gravedad y 

su potencial daño pone en riesgo el orden, la seguridad o la eficiencia 

que constituyen la normalidad del establecimiento. Srio. del Trabajo 

v. G.P. Inds., Inc., supra, págs. 244-245. 

Cónsono con lo anterior, la mera falta de confianza en un 

empleado no es razón justificada para su despido. Belk v. Martínez, 

146 DPR 215, 236 (1998). En Wolf v. Neckwear Corporation, 80 DPR 

537, 541 (1958) el Tribunal Supremo advirtió que:  

[l]a falta de confianza, como justificación válida para el 
despido, no puede tratarse del “mero sentimiento 
subjetivo del patrono”. Éste deberá demostrar que el 
empleado faltó a sus deberes “violando reglas u órdenes 
del patrono, demostrando negligencia, ineptitud o 
ineficiencia en su trabajo o incurriendo en fraude, 
deslealtad grave o en faltas de honradez, etc.”. Sólo 
ante estos hechos objetivos es que la falta de 
confianza podría ser una justificación razonable 
para el despido. Belk v. Martínez, supra, pág. 236-237. 
(Énfasis en el original.) [Negrillas Nuestras] 

 

Por tanto, la falta de confianza debe estar sustentada o 

acompañada por elementos objetivos que permitan al juzgador 

identificar su legitimidad como razón para el despido. 

Respecto al reglamento que debe establecer el patrono, la Guía 

indica que todo patrono tiene el derecho a fijar las normas y reglas 

básicas que entienda necesarias para garantizar la operación 

eficiente de su empresa. Íd. No obstante, este derecho no es uno 

absoluto y para ello la Guía establece que las normas y reglas 

deberán ser razonables y no imposibles de cumplir, deberán constar 

por escrito y se le deberá entregar copia al trabajador con suficiente 

antelación a la fecha en que la misma advenga efectiva y deben estar 

redactadas en términos sencillos, claros y comprensibles. Íd. La 

Guía hace la aclaración que: 

El Departamento del Trabajo y Recursos Humanos ha 
adoptado la norma de no emitir opinión relativa a la 
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razonabilidad de la reglamentación promulgada por 
los patronos que operan en Puerto Rico. La razón 

para la adopción de esa norma es que la 
razonabilidad es un concepto muy subjetivo y sutil. 
Lo que resulta razonable en un establecimiento no 
tiene necesariamente que serlo en otro 
establecimiento. Consecuentemente, una regla puede 
ser razonablemente aplicada en determinadas 
circunstancias e irrazonablemente en otras 
circunstancias, aun cuando los hechos a que se aplique 
sean los mismos prima facie. Además, los reglamentos 
bajo la Ley Núm. 80, supra, no solo deben ser 
razonables intrínsecamente sino que, además, deben 
ser administrados razonablemente. Íd., pág. 51. 
 

         La Ley Núm. 100 el Discrimen por razón de edad. 

La Asamblea Legislativa aprobó la Ley núm. 100, para ofrecer 

una eficaz protección a los trabajadores contra diversos tipos de 

discrimen en el ámbito laboral. Suárez Ruiz v. Figueroa Colón, 145 

DPR 142, 145 (1998); Díaz Fontánez v. Windham Hotel Corp., 155 

DPR 364, 381 (2001). El estatuto prohíbe que un patrono despida, 

suspenda o discrimine contra un empleado por razón de edad, raza, 

color, sexo, origen social o nacional, condición social, afiliación 

política, o ideas políticas o religiosas, o por ser víctima de violencia 

doméstica, agresión sexual o acecho. Artículo 1 de la Ley 100, 29 

LPRA sec. 146. Su propósito no es otro que la erradicación de las 

prácticas discriminatorias en el empleo propiciando así mayor 

igualdad de oportunidades en el empleo. Mestres Dosal v. Dosal 

Escandón, 173 DPR 62, 69 (2008). 

La Ley núm. 100 impone responsabilidad civil al patrono que 

incurra en conducta discriminatoria por una suma igual al doble de 

los daños que el acto discriminatorio cause al empleado. 29 LPRA 

sec. 146 inciso (a). Además, el propósito de esta legislación es 

proteger a la clase trabajadora contra el discrimen en el empleo y en 

el reclutamiento, interpretando siempre tales estatutos de la manera 

más favorable al empleado víctima de actuaciones discriminatorias 

e injustificadas. Díaz Fontánez v. Wyndham Hotel Corp., supra, págs. 

381–382. Esta ley es cónsona con nuestra aspiración social de crear 
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un sistema jurídico que fomente la igualdad de los individuos. 

Mestres Dosal v. Dosal Escandón, supra. 

El Artículo 3 del estatuto establece una presunción. A tales 

fines, esta disposición menciona: 

Se presumirá que cualesquiera de los actos 
mencionados en las secciones precedentes fueron 
cometidos en violación de las secs. 146 a 151 de este 
título, cuando los mismos hayan sido realizados sin 
justa causa. Esta presunción será de carácter 
controvertible. [Énfasis Nuestro]. 

 

Las Reglas de Evidencia de 2009 definen la presunción como 

“una deducción de un hecho que la ley autoriza a hacer o requiere 

que se haga de otro hecho o grupo de hechos previamente 

establecidos en la acción. A ese hecho o grupo de hechos se les 

denomina hechos básicos. Al hecho deducido mediante presunción, 

se le denomina hecho presumido.” Regla 301 de las Reglas de 

Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 301.  

En torno al establecimiento del grupo de hechos o hechos 

básicos, el Tribunal Supremo en Rivera Figueroa v. The Fuller Brush 

Co., 180 DPR 894, 911 (2011), señaló lo siguiente: 

Hemos resuelto que la mera alegación de un hecho 
básico, sin haberlo establecido debidamente, no activa 
una presunción que permita la inferencia de un hecho 
presumido. Un demandante tiene la obligación de 
aportar prueba que establezca los hechos básicos que 
den lugar a la presunción. De otra manera, no sería 
posible ni razonable exigirle al demandado que derrote 
una presunción sostenida solamente por una 
alegación. De esa forma, la validez de la presunción 
dependerá inexorablemente de la existencia de unos 

hechos básicos debidamente probados y su relación 
racional con el hecho presumido. [citas omitidas]. 
[Énfasis Nuestro]. 
 

Las propias Reglas de Evidencia disponen el efecto de las 

presunciones en los casos civiles. La Regla 302, 32 LPRA Ap. VI, R. 

302, establece que: 

En una acción civil, una presunción impone a la 
parte contra la cual se establece la presunción el peso 
de la prueba para demostrar la inexistencia del hecho 
presumido. Si la parte contra la cual se establece la 
presunción no ofrece evidencia para demostrar la 
inexistencia del hecho presumido, la juzgadora o el 
juzgador debe aceptar la existencia de tal hecho. Si se 
presenta evidencia en apoyo de la determinación de la 
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inexistencia de tal hecho, la parte que interesa rebatir 
la presunción debe persuadir a quien juzga de que es 

más probable la inexistencia que la existencia del 
hecho presumido. [Énfasis Nuestro]. 

 

En cuanto a la naturaleza de la presunción establecida en el 

Artículo 3 de la Ley núm. 100 en SLG Hernández-Beltrán v. TOLIC, 

151 DPR 754, 774 (2000), el Tribunal Supremo aclaró que dicha 

presunción persigue “facilitarle al empleado el probar su caso, no el 

relevarlo de la necesidad de presentar evidencia alguna para probar 

sus alegaciones.” Esta presunción entra en juego en la etapa 

probatoria del caso, o sea, se activa en la vista evidenciaria que 

se celebre, no antes. Íd. En los casos específicos sobre 

discriminación por razón de edad, la presunción que dispone la Ley 

núm. 100 se activa cuando el demandante logra establecer que: (1) 

pertenece a la clase protegida por el estatuto, a saber, su edad; o (2) 

que estaba cualificado para ejercer el puesto que ocupaba; o (3) que 

fue despedido; o (4) que fue sustituido por una persona más joven, 

esto es, algún hecho base que lo ubique dentro de la modalidad de 

discrimen bajo la cual reclama. El empleado no tiene que probar 

todos y cada uno de estos elementos, ya que, de así requerírsele, 

se le estaría exigiendo que cumpla con una obligación procesal que 

no le corresponde llevar a cabo, bajo las disposiciones de la Ley núm. 

100. Una vez activada la presunción, el patrono tiene que defenderse 

y rebatir esta. Díaz v. Wyndham Hotel Corp., supra, a las págs. 389-

390. 

En López Fantauzzi, et. al. v. 100% Natural, et al., 181 DPR 92 

(2011) el Tribunal Supremo resumió el esquema probatorio en una 

reclamación bajo la Ley núm. 100 de la siguiente manera:   

      En toda causa de acción instada simultáneamente 
al amparo de la Ley Núm. 80, supra, y la Ley Núm. 100, 
supra, el empleado, antes de articular su caso prima 
facie por la modalidad de discrimen que arguya, deberá 
alegar en su demanda que su despido fue 
injustificado. Una vez alegue lo anterior, debe proceder 
a establecer su caso prima facie por discrimen, 
entiéndase, (1) que fue despedido, (2) sin justa causa y, 
(3) que está ubicado dentro de la modalidad de 
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discrimen bajo la cual reclama. Luego del empleado 
establecer su caso prima facie por discrimen, el 

patrono puede atacar la presunción activada de tres 
maneras, a saber: (1) derrotar el hecho básico- la 
ausencia de justa causa- (2) destruir el hecho 
presumido- que el despido fue por causa de motivos 
discriminatorios-, o (3) destruir el hecho básico y el 
presumido, a la vez. Finalmente, si el patrono logra 
derrotar la presunción de discrimen según las 
alternativas reseñadas, entonces el empleado deberá 
presentar prueba dirigida a establecer la existencia 
del discrimen, sin contar con el beneficio de la 
presunción.  

 

Por tanto, si luego de presentada la totalidad de la prueba, 

queda demostrado que no hubo ánimo o intención discriminatoria 

en el despido, pero el demandado no logró establecer una 

justificación razonable para la cesantía del demandante, el tribunal 

deberá concluir que el despido fue injustificado y el empleado será 

acreedor, exclusivamente, de los remedios establecidos en la Ley 

núm. 80. Si, por el contrario, el tribunal determina que el despido 

efectivamente fue discriminatorio y, por ende, injustificado, 

entonces procederá a imponer los remedios provistos por la Ley 

núm. 100.  

III. 

 La parte apelante señaló cinco (5) errores los cuales 

discutiremos separadamente como fueron presentados.14  

En el primer error ES argumentó que los hechos consignados 

como controvertidos son realmente controversias de derecho. Según 

indicamos, en la Sentencia Sumaria Parcial dictada el 7 de diciembre 

de 2020, el TPI consignó siete (7) hechos en controversia.  

Posteriormente, en la Resolución declarando Ha Lugar parcialmente 

la solicitud de reconsideración presentada por el apelante, el foro 

primario indicó que dejaba sin efecto los hechos núms. 6 y 7, a 

saber, “6. Si el despido de la Sra. Delgado Benítez fue injusto y 

 
14 Es importante advertir que, como parte del análisis del recurso; así como de los 
errores, tomamos como correctas la Solicitud de Sentencia Sumaria presentada 

por ES y la correspondiente oposición de la apelada.  Esto al estar -ambos escritos- 

en cumplimiento con las formalidades dispuestas en la Regla 36.3 de las de 

Procedimiento Civil, supra.  
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discriminatorio por razón de edad; 7. Si el despido de la Sra. Benítez 

fue una represalia.” Sin embargo, en la Sentencia Sumaria Parcial 

Enmendada solo eliminó el hecho núm. 7. Nótese que conforme 

surge de este dictamen la causa de acción por represalia al amparo 

de la Ley núm. 115 fue desestimada.  

Ahora bien, no cabe duda respecto a que el hecho en 

controversia núm. 6 es una determinación de derecho que solo 

corresponde al tribunal adjudicar una vez aquilate toda la prueba 

presentada durante el juicio. Vemos que aparentemente así lo 

reconoció el foro recurrido en su Resolución del 19 de enero de 2021. 

Por tanto, esta determinación de hechos puede considerarse como 

un error excusable. Por otro lado, el apelante también solicitó que 

se dejen sin efecto las determinaciones núms. 1, 4 y 5, entiéndase: 

(1) La relación entre Service Corporation International y Empresas 

ES, Inc., y si estos constituyen un solo patrono o “joint employer” de 

la querellante; (4) Si en efecto, la Sra. Delgado Benítez incurrió en 

un patrón de pobre desempeño y rendimiento en sus funciones, que 

afectó el buen y normal funcionamiento de la empresa; y (5) Si la 

reglamentación establecida en el Manual del Asociado de SCI y su 

ejecución son razonables. Como señala la apelante, estos tres 

hechos controvertidos son realmente determinaciones de derecho 

que corresponde resolver al TPI una vez evalúe toda la prueba que 

se presente en el juicio.  

Sin embargo, el que dicho error se haya cometido no incide en 

la determinación que tomará el foro apelado. Además, del Acápite 

intitulado VI. CONCLUSIONES DE DERECHO de la Sentencia 

Sumaria Parcial Enmendada surge claramente los hechos que el foro 

apelado entendió están en controversia. Veamos el raciocinio del 

foro a quo para arribar a esta determinación.   

En sus conclusiones el foro primario razonó que ES ha 

alegado en todo momento ser el único patrono de la apelada, sin 
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embargo, en el Manual del Empleado se identifica como SCI y la 

carta que se le dirigió a la apelada en felicitación por sus años de 

servicio fue firmada por el presidente de SCI. Por tanto, está en 

controversia quién es el patrono de la apelada. Puntualizamos que 

dicha controversia también incide en cuál empresa o personal de 

esta fue quien determinó o participó en el despido de la señora 

Delgado Benítez. En este sentido, es un hecho fundamental que está 

en controversia.     

Por su parte, el TPI indicó que, de la prueba presentada por la 

apelada, así como de sus escritos, lograron controvertir la 

razonabilidad de las acciones disciplinarias tomadas durante los 

años 2015 y 2016. Por ende, es un hecho en controversia la 

razonabilidad o propósito por los cuales se ejecutaron las acciones 

disciplinarias en contra de la apelada. En consecuencia, una vez 

aquilatada la prueba el foro apelado determinará si los hechos que 

llevaron a aplicar las alegadas acciones disciplinarias fueron 

razonables y si efectivamente afectaron el buen funcionamiento de 

la empresa.   

Así también, fue consignado por el TPI los hechos 

controvertidos 2 y 3 los cuales señalan que: (2) Si Empresas Stewart 

le proveyó a la Sra. Delgado Benítez los recursos necesarios para 

cumplir con la carga de trabajo que le exigían sus nuevas funciones.; 

y (3) La intención y las razones de la parte querellada con las 

medidas disciplinarias impartidas a la Sra. Delgado Benítez. 

Así las cosas, aunque el foro recurrido cometió el error 

señalado, de la sentencia recurrida surge claramente que este 

cumplió a cabalidad con la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, supra, 

al especificar los hechos esenciales y pertinentes que están 

realmente y de buena fe controvertidos, y aquellos incontrovertidos.  

Reiteramos nuevamente, que el error señalado en nada afecta el 

resultado al que llegó el foro apelado. Enfatizamos que existen 
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hechos medulares y sustanciales en controversia que impiden 

resolver el caso sumariamente.  

En el segundo error la apelante arguyó que la oposición fue 

presentada tardíamente por lo que debió ser rechazada y que el foro 

apelado erró al no concederle una oportunidad para rebatir los 

nuevos hechos propuestos por la apelada en la misma. Respecto a 

este último planteamiento, ES utilizó de manera persuasiva lo 

resuelto por un Panel Hermano en Fonseca Rivera v. PRTC, caso 

núm. KLAN202000351 (Sentencia del 30 de noviembre de 2020). 

Con relación al argumento de la presentación tardía, la 

apelante adujo que la misma se presentó de manera incompleta el 

16 de julio de 2020 cuando debió ser presentada no más tarde del 

15 de julio. Por otro lado, expresó que la apelada no presentó justa 

causa para dicho incumplimiento. Del trámite procesal antes 

consignado surge que el 10 de marzo de 2020, notificada ese mismo 

día, el TPI ordenó a la señora Delgado Benítez presentar su 

contestación en el término de 20 días, los cuales vencían el 30 de 

marzo. Debido a que dicho plazo vencía durante las fechas del 16 

de marzo de 2020 hasta el 14 de julio de 2020, por mandato de 

nuestro Tribunal Supremo, el mismo se extendió hasta el 15 de julio 

de 2020. Por tanto, la tardanza a la que alude el apelante no tiene 

fundamento alguno. Ni mucho menos el que la contestación u 

oposición fuese presentada al día siguiente. Recordemos que no 

estamos ante un término jurisdiccional sino directivo por lo que la 

presentación de la oposición el 16 de julio de 2020 no constituye 

una tardanza que amerite la revocación del dictamen recurrido. 

Tampoco implica un retraso excesivo que amerite rechazar de plano 

el escrito. Enfatizamos que la demora fue solo de un (1) día. Por otro 

lado, las dificultades que tuvo la apelada para incluir los anejos en 

SUMAC surgen ampliamente de los autos del caso por lo que sin 
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duda existió una justa causa para la demora en la presentación de 

los documentos.  

De otra parte, ES señaló que el TPI erró al considerar la 

oposición presentada sin haberle dado la oportunidad de rebatir los 

cincuenta y cinco (55) hechos adicionales propuestos por la apelada. 

Como indicamos, el apelante utiliza de manera persuasiva lo 

resuelto por esta Curia en Fonseca Rivera v. PRTC, supra. Luego de 

un análisis sosegado de toda la prueba acompañada, así como de 

los escritos de las partes, los argumentos de la apelante no nos 

persuaden. En el caso de autos, distinto al análisis que realizara el 

panel hermano en el referido caso, existen hechos esenciales y 

pertinentes en controversia que impiden que se dicte sentencia 

sumaria a favor de la apelante respecto a las reclamaciones al tenor 

de la Ley núm. 80 y la Ley núm. 100. Por ende, concluimos que de 

haberse presentado una réplica a la oposición de la señora Delgado 

Benítez el resultado del presente caso hubiese sido el mismo.    

Asimismo, colegimos que distinto al presente caso, en Fonseca 

Rivera v. PRTC, supra, el panel que lo atendió consideró que, de 

haberse permitido la réplica, el raciocinio del foro recurrido hubiese 

sido distinto.15 Lo cual recalcamos no es la situación del presente 

caso.16  

Por otro lado, la apelante debe conocer que el proceso 

probatorio en casos por despido injustificado y discriminatorio 

ventilados al amparo de ambos estatutos conjuntamente; a saber, 

la Ley núm. 80 y la Ley núm. 100, es uno compuesto por tres turnos 

 
15 De la referida sentencia surge que el panel consideró que los hechos propuestos 

por el demandante “a todas luces constituyen una solicitud de sentencia sumaria 

a su favor.” Íd., pág. 33. Por lo que “[r]esolver lo contrario tendría el efecto de 

despojarla de su derecho a rebatir las alegaciones de los demandantes, previo a 

que el tribunal pudiera resolver en su contra.” Íd., pág. 34. 
16 Destacamos que en el presente recurso la apelante consignó que “para fines de 

esta argumentación, aun cuando la Querellada-Peticionaria no tuvo la 
oportunidad de oponerse a los hechos de la Querellante-Recurrida el TPI 

consideró los mismos y aun considerándolos, de la forma más favorable para 

Delgado desestimó sus reclamaciones bajo la Ley núm. 115, supra, y la Ley núm. 

379, supra.” Véase el escrito de apelación, a la pág. 21.  
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de prueba y no de dos como en reclamaciones al amparo de la Ley 

núm. 80 únicamente. Díaz v. Wyndham Hotel Corp., supra, pág.  

391. En conclusión, el segundo error no se cometió.  

A continuación, discutiremos los errores cuarto y quinto por 

entender que estos están relacionados con el análisis anterior. En 

ambos señalamientos ES argumentó que el TPI erró al no desestimar 

las reclamaciones de despido injustificado al amparo de la Ley núm. 

80, y el despido discriminatorio por razón de edad en virtud de la 

Ley núm. 100. Al respecto, la apelante nuevamente señaló que el 

despido estuvo justificado debido a que la prueba acompañada con 

la solicitud de sentencia sumaria demuestra que la señora Delgado 

Benítez fue despedida por rendir su trabajo de manera negligente 

afectando el buen funcionamiento de la empresa a pesar de que se 

le concedió amplia oportunidad para aprender sus funciones. Sin 

embargo, la apelada logró controvertir la razonabilidad de los 

incidentes aduciendo que todo fue parte de un patrón de acoso y 

hostigamiento laboral. Reiteramos que es un hecho en controversia 

la razonabilidad de las acciones disciplinarias tomadas durante los 

años 2015 y 2016.  

Además, es menester puntualizar que ES ignora, en sus 

argumentos, que la apelada comenzó a trabajar en el Cementerio La 

Resurrección en el 1996 como recepcionista y que no fue hasta los 

años 2015 y 2016 que comenzó a tener los alegados problemas en 

el desempeño de su trabajo. También es un hecho incontrovertido 

que durante el 2015 la apelada solo laboró ocho (8) meses (de enero 

a septiembre), se reincorporó a sus labores en enero de 2016 y 

cuatro (4) meses después la despiden. Incluso es importante resaltar 

que el puesto de Administrative Clerk le fue otorgado en el 2012, o 

sea, casi cuatro (4) años antes de su despido, y como parte de un 

proceso de reorganización que realizó el patrono. De hecho, al 
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comienzo de la Deposición la señora Delgado Benítez declaró lo 

siguiente:17 

P. qué es lo que usted alega, ahí en esa demanda? 

 
R.· ·Bueno, yo alego que contra mí se cometió un patrón 
de discrimen por mi edad, que se mencionaban 
palabras frente a mí que me herían por mi edad, por 
ejemplo, “No puedo con esas canas”, “Todo lo viejo se 
va”, risas burlonas, yo me retiraba y me iba al baño, un 
acoso laboral entre la computadora y las personas y 
“Haz este trabajo”, no lo había terminado cuando 
venían “Haz esto otro”, “Lo hiciste mal, pues vas tres 
días para tu casa”, me mandaban para mi casa sin pago 
tres días, después venía mi otra compañera, yo no 
estaba y estaba ella sola, entonces para atender 
teléfono, público, trabajo de la computadora, todo lo 
que aparecía, todo lo que aparecía, muchas veces el 
público quería esperar por mí porque yo era de las más 
viejas en la compañía, querían que yo los atendiera  
porque conocía sus casos. 
 

Por ende, ante la existencia de hechos en controversia no 

procede lo solicitado por la apelante. Reiteramos que la 

razonabilidad de las acciones que provocaron las medidas 

disciplinarias está en controversia. El mecanismo procesal de 

Sentencia Sumaria debe utilizarse cuando el promovente ha 

establecido su derecho con claridad y ha quedado demostrado que 

la parte promovida no tiene derecho alguno bajo cualquier 

circunstancia discernible de las alegaciones que no han sido 

refutadas. García Rivera v. Enríquez Marín, 153 DPR 323 (2001).  

Asimismo, están presentes elementos de credibilidad que deben 

dirimirse en un juicio plenario. Por lo que, no erró el TPI al concluir 

que resulta improcedente -en esta etapa de los procedimientos- la 

desestimación de la Ley núm. 80. Por consiguiente, el cuarto error 

no se cometió.  

De igual manera ocurre con el planteamiento relativo a la Ley 

núm. 100 esbozado en el quinto error.  Al respecto, la apelante alegó 

que la apelada carece de prueba para demostrar esta causa de 

acción y que no logró activar la presunción de discrimen a su favor.  

Como es sabido existen dos (2) modalidades de sentencia sumaria: 

 
17 Véase el Apéndice del Recurso, a las págs. 618 y 619.   
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la primera, que se dicta a base de documentos ofrecidos por el 

promovente que demuestran que no existe controversia real de 

hechos y procede aplicar el derecho; y la segunda, que se dicta luego 

de un “descubrimiento de prueba exhaustivo”, donde se determina 

que la prueba existente no es suficiente para sustentar las 

alegaciones de la demanda y; por ende, procede desestimarla. 

Ramos Pérez vs. Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010). Además, el 

promovente de una moción, bajo la modalidad de insuficiencia de 

prueba debe probar al tribunal que se llevó a cabo y completó de 

manera adecuada el descubrimiento de prueba, para que proceda 

ser considerada en sus méritos. García Rivera et al. v. Enríquez, 153 

DPR 323, 340 (2001).  

En el caso de autos, ES no argumentó ante el foro primario la 

modalidad de sentencia sumaria por insuficiencia de prueba. 

Incluso ni siquiera señaló si el descubrimiento de prueba había 

concluido. Por tanto, solo correspondía al TPI determinar si a base 

de los documentos ofrecidos por ES, procedía la desestimación de la 

reclamación al amparo de la Ley núm. 100. De un análisis de las 

mociones y documentos presentados por las partes concluimos que 

el foro a quo no erró al determinar que en cuanto a esta causa de 

acción existen hechos en controversia y que la apelada tiene derecho 

a activar prima facie la presunción a su favor demostrando los 

elementos establecidos en nuestra jurisprudencia.  

La Ley núm. 80 no es el único esquema estatutario laboral 

que genera una presunción contra el patrono e invierte el peso de la 

prueba en su contra. Lo mismo sucede con la Ley núm. 100 que 

prohíbe el discrimen en el empleo, y crea una presunción de despido 

discriminatorio si el empleado querellante logra establecer un caso 

prima facie con los elementos requeridos por la ley, entre estos, el 

despido o acto perjudicial y la ausencia de justa causa, elementos 

que hemos equiparado a los términos homólogos de la Ley núm. 80.  
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Una vez establecido el caso prima facie, se invierte el peso de la 

prueba y le corresponde al patrono demandado demostrar que no 

están presentes los elementos requeridos por ley, mediante 

preponderancia de la evidencia. Ibáñez v. Molinos de P.R., Inc., 114 

DPR 42 (1983); Belk v. Martínez, 146 DPR 215, 231 (1998). “Como 

puede observarse, parte del caso prima facie es, precisamente, 

demostrar el despido o acto perjudicial y no meramente alegarlo. 

[nota al calce omitida].” Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 

DPR 894, 915 (2011).   

 En virtud de lo anterior, de las alegaciones de la demanda 

surge que la apelada pertenece al grupo protegido debido a que tenía 

53 años al momento de ser despedida y alegó que el despido, además 

de injustificado, fue discriminatorio por razón de su edad.18 Además, 

en la Deposición tomada a la señora Delgado Benítez surge que esta 

declaró lo siguiente: 19 

R.· ·Bueno, la fecha y la hora no la sé, pero sí puedo 
decir que era hora de almuerzo más o menos. Estaba 
Ermis Dávila, estaba yo y estaba la señora Kenia. 
Estaban hablando de pelo y ella me dice a mí que no 
puede con mis canas: “Yo no puedo con las canas”. Yo 
tenía canas. Ermis me decía que no echaba canas 
rápido porque había salido a su papá. Cuando vinieron 
a - - 
 
R.· ·No, yo me sentí incómoda con el comentario.  
 
R. ·Cuando vinieron a las oficinas del cementerio la 
señora Damaris Correa, Rosana Aldea y otro muchacho 
que no recuerdo el nombre de él, que ahí es donde dicen 
que estaban los escritorios regados, ellos empezaron a 

sacar todo lo de la oficina de Ariel Cruz y ponerlo en 
diferentes partes. Allí no había dónde caminar. Incluso, 
pusieron cosas en mi escritorio, que era el que estaba 
aparentemente regado. Cuando ellos están en esas, yo 
les digo que en muchas ocasiones se desaparecen los 
cables de los teléfonos porque los cortan no sé porque 
razón y no teníamos sistema, que nos dejaran a 
nosotros algunas cosas para nosotros buscar alguna 
información cuando el cliente fuera sin recibo o sin el 
número de contrato y demás. La señora Damaris 
Correa se me queda mirando a mí en un tono de burla.  
 
P.· ·¿Damaris Correa?  
 
R.· ·Sí -- y me dice, “Todo lo viejo se va”.   

 
18 Íd., a las págs. 5 y 9.  
19 Íd., a las págs. 801, 803 y 804.  
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El elemento de la edad de la señora Delgado Benítez fue 

decretado por el TPI como la determinación núm. 91. No obstante, 

es importante destacar que -como indicara el TPI- para que se pueda 

determinar como hechos incontrovertidos los asuntos relativos a 

comentarios, intención y propósitos se hace necesario la celebración 

de una vista evidenciaria para entender si procede que se active la 

presunción de discrimen por razón de edad a favor de la apelada.  

Ello debido a que los asuntos de credibilidad no pueden ser 

adjudicados mediante el mecanismo de sentencia sumaria.  

Indicamos que de la Sentencia Sumaria Parcial Enmendada surge 

que el juicio en su fondo está señalado del 2 al 4 de agosto de 2021.  

Asimismo, y como bien concluyera el foro primario, le 

corresponde a la apelada demostrar, para activar la presunción de 

discrimen, tres elementos: (1) que hubo un despido o acción 

perjudicial; (2) que este se realizó sin justa causa; (3) presentar 

evidencia indicativa de la modalidad de discrimen que se vincula al 

despido. Es con la presentación de prueba a tales efectos que se 

establecen los hechos básicos que dan lugar a la presunción 

dispuesta en el referido artículo del estatuto. Por tanto, la 

presunción del Artículo 3 de la Ley núm. 100 entra en juego en la 

etapa probatoria del caso, esto es, se activa durante la celebración 

de la vista evidenciaria en su fondo, no antes. Lo que evidentemente 

no ha ocurrido en el caso. Por ende, resulta prematuro cualquier 

petitorio desestimatorio en esta etapa del procedimiento máxime 

cuando el foro a quo ha delimitado adecuadamente las controversias 

que existen relativas a esta causa de acción que impiden resolverla 

por la vía sumaria. Díaz v. Wyndham Hotel Corp., supra; S.L.G. 

Hernández-Beltrán v. TOLIC, 151 DPR 754 (2000). En conclusión, el 

quinto error no se cometió.  

Por último, discutiremos el tercer error. En este la apelante 

señaló que el TPI realizó determinaciones de hechos no sustentados 
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por prueba admisible. En específico ES cuestiona los siguientes 

hechos:20  

31. La Sra. Delgado Benítez tenía programadas y 
aprobadas sus vacaciones para junio de 2015, sujeto a 
cambios.  
 
52. Entre los meses de julio y agosto de 2015, la Sra. 
Kenia Arroyo le manifestó a la Sra. Delgado Benítez, 
frente a terceros, que “no podía con las canas”, y le 
cuestionó el [por qué] no se las pintaba.  
 
54. En agosto de 2015, la Sra. Damaris Correa comentó 
frente a la Sra. Delgado Benítez que “todo lo viejo se va”.  
 
55. La Sra. Damaris Correa y la Sra. Rosana Aldea 

ocupaban el puesto de office managers, por tanto, 
supervisaban a la Sra. Delgado Benítez.  
 
69. La evaluación del desempeño de la Sra. Delgado 
Benítez, entregada el 26 de febrero de 2016, fue 
realizada en el idioma inglés y no fue discutida con la 
querellante.  
 

El foro apelado entendió que estos hechos estaban 

sustentados en la siguiente prueba documental:  

Anejo B de la Moción de Sentencia Sumaria – Deposición 
tomada a la Sra. Elba Delgado Benítez.   
 
Exhibit 7 de la Oposición a Sentencia Sumaria - Copia 
de Evaluación.  
 
Exhibit 11 de la Oposición a Sentencia Sumaria – 
Contestación a interrogatorio cursado por la Sra. Elba 
Delgado Benítez a ES.    
Exhibit 20 del Anejo A de la Oposición a Sentencia 
Sumaria - Hoja de Calendario 2015.  
 
Exhibit 21 del Anejo A de la Oposición a Sentencia 
Sumaria – Declaración Jurada de la Sra. Elba Delgado 
Benítez.   
 

 Analizados los referidos documentos concluimos que le asiste 

la razón a la parte apelante. Las determinaciones de hechos antes 

citadas no están apoyadas por la prueba presentada. El Exhibit 20 

es una hoja de calendario (Year Planner) que solo indica el año y no 

contiene información alguna que permita concluir que la misma se 

refiere al plan de vacaciones confeccionado por ES. Más aún, en el 

documento no se identifica al patrono y solo se hace mención de que 

lo allí anotado se refiere al horario. En este sentido, entendemos que 

 
20  Íd., a las págs. 2208, 2211, 2212, y 2214.  
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el mismo tiene que ser debidamente autenticado para que pueda ser 

admitido como prueba. Por tanto, procede eliminar la determinación 

de hechos número 31.  

De igual manera procede eliminar las determinaciones de 

hecho núms. 52 y 54 debido a que estas están sustentadas 

únicamente en el propio testimonio de la apelada. Como explicamos 

previamente, la existencia o no de los comentarios alegadamente 

realizados por empleados de la empresa querellada, es un asunto de 

credibilidad que reiteramos resulta improcedente ser adjudicado en 

una solicitud de sentencia sumaria. Es un principio claramente 

establecido que no procede dicho petitorio cuando la controversia 

está basada en elementos de credibilidad. Rivera Rodríguez v. Rivera 

Reyes, 168 DPR 193, 212 (2006). 

 Respecto a la determinación de hechos número 55 resolvemos 

que del Exhibit 11, Contestación a interrogatorio, solo surge que la 

Sra. Damaris Correa y la Sra. Rosana Aldea ocupaban el puesto de 

office managers, y que “podían ser consideradas supervisoras de la 

querellante.” De la referida contestación ofrecida por ES a las 

preguntas de la apelada no surge de forma clara que efectivamente 

la Sra. Damaris Correa y la Sra. Rosana Aldea supervisaban a la 

Sra. Delgado Benítez. Si estas realizaron alguna función de 

supervisión sobre la apelada o si estas participaron en la evaluación 

o decisión de despedirla, es un hecho que está en controversia. 

Puntualizamos que el TPI consignó en la Sentencia Sumaria Parcial 

Enmendada que “la demandante también declaró desconocer quién 

o quiénes tomaron la decisión de su despido, y la razón de este, 

debido a que la carta de despido no la menciona.”21 

Así también, del Exhibit 7 solo surge que la evaluación de la 

apelada estaba en inglés. Por lo que, la determinación de que el 

 
21 Íd., a la pág. 2230.  
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documento no fue discutido por la apelante con la querellante-

apelada no está sustentada por prueba admisible y es un asunto de 

credibilidad e intención que debe ser aquilatado en una vista 

plenaria. En conclusión, las determinaciones de hechos núms. 55 y 

69 deben leer de la siguiente manera:  

55. La Sra. Damaris Correa y la Sra. Rosana Aldea 
ocupaban el puesto de office managers.  
 
69. La evaluación del desempeño de la Sra. Delgado 
Benítez, entregada el 26 de febrero de 2016, fue 
realizada en el idioma inglés.   
 

 De conformidad a lo antes resuelto, el tercer error se cometió 

por lo que procede modificar la Sentencia Sumaria Parcial 

Enmendada a los efectos de que se eliminen las determinaciones de 

hechos núms. 31, 52 y 54 y se entiendan modificadas las 

determinaciones de hechos núms. 55 y 69 conforme a lo 

anteriormente consignado. Las demás determinaciones de hechos 

las acogemos como correctas por no haber sido impugnadas por ES 

y en consecuencia las adoptamos por referencia en esta Sentencia.    

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, resolvemos 

modificar la sentencia parcial apelada a los fines de eliminar las 

determinaciones de hechos núms. 31, 52 y 54; y modificar las 

determinaciones de hechos núms. 55 y 69. Así modificada, se 

confirma la sentencia parcial apelada en todos los restantes 

extremos. 

 Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Jueza Cintrón Cintrón disiente sin opinión escrita. 

 

 
LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

         Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


